Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 44 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


«Nota de la Presidencia de la Asamblea General remitiendo copia de la Resolución N* 
208/2014 de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, de fecha 18 de 
junio de 2014, referida a la denuncia recibida por una ciudadana, relacionada con el fallecimiento de su 
hijo en un procedimiento policial en el barrio Marconi. 


Nota de la Dra. Ema Carozzi, de 2 de julio de 2014, en respuesta a la nota de esta Asesora 
N2 3/14, de 8 de abril de 2014, relacionada con el proyecto de ley referido a la designación de curador 
en previsión de una futura incapacidad. 


Nota del señor Director del Instituto de Derecho Penal de la Facultad de Derecho Dr. Miguel 
Langón Cuñarro, de 7 de julio de 2014, en respuesta a la nota de esta Asesora N* 6/14, de 22 de abril 
de 2014, relacionada con el proyecto de ley sobre Proceso de Hábeas Corpus. 


Carpeta N* 1542/2014. Nacionalidad. Se modifican los artículos 3% a 5” de la Ley N* 16.021, 
de 13 de abril de 1989. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. (Distribuido N* 
2806/2014)». 


-Se pasa a considerar el segundo punto del Orden del Día, proyecto de ley relativo a la 
Residencia Permanente en la República. Al respecto, recuerdo que hace unos días recibimos a un 
grupo de técnicos del Ministerio del Interior, que comparecieron a instancias nuestras a informarnos 
acerca del tipo de trámite que se realiza ante una solicitud de residencia y la forma en que este 
proyecto de ley podría incidir en las gestiones que hace el Ministerio del Interior. Por nuestra parte, les 
extendimos una copia sobre el dictamen de la División Estudios Legislativos sobre el mismo tema y les 
pedimos una opinión al respecto, pero aún no hemos recibido ese comentario de los técnicos del 
Ministerio del Interior. En ese estado se encuentra el tema. 


SEÑORA MOREIRA.- El proyecto de ley ya fue aprobado por la Cámara de Representantes. ¿Cuál era 
la objeción que tenía el Ministerio del Interior? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Ministerio del Interior no formulaba objeciones. Nosotros le preguntamos 
sobre el tipo de trámite que realizan ante una solicitud de residencia. Hicimos una consulta a la Policía 
de los países de las personas que solicitan la residencia, a la Policía que les corresponde a los 
nacionales de otros Estados que solicitan la residencia o a la Interpol y demora por lo menos treinta 
días. 


El proyecto de ley establece que el Ministerio del Interior dispondrá de quince días para 
contestar la solicitud de información que curse el Ministerio de Relaciones Exteriores. Evidentemente, 
hay un desfase entre el tiempo que establece la ley y el tiempo mínimo que el Ministerio del Interior 
demora. También se nos dijo que está en proceso una reforma administrativa y están mejorando su 
tecnología informática de manera de poder procesar todo esto más rápidamente. 


SEÑORA MOREIRA.- Entonces, ¿la de los quince días sería la única modificación que podríamos 
introducirle a este proyecto de ley? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso es lo que surge de la comparecencia ante la Comisión de los técnicos del 
Ministerio del Interior. Quizás otros señores Senadores recuerden otro pasaje u otro aspecto que les 


haya llamado la atención. Pero tenemos otros elementos a considerar que surgen, por ejemplo, del 
informe de la División Estudios Legislativos. Eso también merece ser tratado. 


SEÑOR MICHELINI.- Con respecto a si una persona tiene antecedentes penales en el Uruguay, el 
texto dice que el Ministerio de Relaciones Exteriores dará traslado al Ministerio del Interior a los efectos 
de que se expida respecto de los antecedentes penales del peticionario en un plazo máximo de quince 
días hábiles. Esto refiere a las cuestiones penales uruguayas, porque si es en el exterior, la 
competencia es del Ministerio de Relaciones Exteriores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Ministerio del Interior es el que se pone en contacto con la Policía de otros 
países o con Interpol. 


SEÑOR DA ROSA.- Los técnicos del Ministerio del Interior que nos visitaron la semana pasada 
manifestaron que el trámite normal que realizan cada vez que se presenta un tipo de situación como 
esta, la gestión que les compete, normalmente lleva no menos de treinta días. Se planteaba una 
contradicción en cuanto a que el proyecto de ley prevé que el período de traslado del expediente del 
Ministerio de Relaciones Exteriores al Ministerio del Interior se llevaría a cabo en un plazo máximo de 
quince días hábiles. Si mal no recuerdo, esa era la contradicción que se planteaba. 


SEÑOR MORELLI.- Nunca estuve presente en el trámite de este proyecto de ley; por tal razón me 
gustaría saber si se ha estudiado si el otorgamiento de la residencia tendría alguna consecuencia 
sobre el hecho de que los beneficiarios tengan la posibilidad de votar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Gallinal planteó una inquietud en ese sentido, pero hasta 
ahora no ha sido objeto de ningún comentario. 


SEÑOR MICHELINI.- Esas personas votan cuando se convierten en ciudadanos legales. La residencia 
es un requisito para ser ciudadano legal, que creo que son dos años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los plazos para que la residencia permita votar están establecidos en la 
Constitución de la República y no se pueden modificar por ley. Esto establece cómo se obtiene la 
residencia transitoria o permanente. 


SEÑOR MORELLI.- No tiene nada que ver con esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, tiene que ver en cuanto a que se otorga a determinadas personas en 
ciertas condiciones el estatus de residente. A partir de ahí comienzan a correr los plazos establecidos 
en la Constitución; eso no cambia ni podría ser modificado por ley. 


SEÑORA MOREIRA.- Leyendo rápidamente el documento que envía la División Estudios Legislativos, 
constato que hace una observación con respecto a la cantidad de votos que se necesitarían para 
aprobar este proyecto de ley. También hace una interpretación -que puede ser tenida en cuenta o no 
por la Comisión- sobre la forma en que ciertas atribuciones que eran del Ministerio del Interior pasan al 
Ministerio de Relaciones Exteriores. 


Propondría que estudiemos este documento y tratemos de aprobar el proyecto de ley la 
próxima semana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me permito recordar a los señores Senadores que hace algunas semanas 
acordamos que, del 18 del mes en adelante, reservaríamos los martes para tratar el proyecto de ley de 
Código del Proceso Penal, que fue estudiado en la Subcomisión. 


Entre los elementos a estudiar del informe que nos remite la División Estudios Legislativos, 
me llama la atención lo que dice en uno de los párrafos que figura en la tercera carilla del informe. Allí 
se expresa: «El artículo 1? del proyecto a estudio, a diferencia de lo expuesto en el Acuerdo,» -se 


refiere al Acuerdo del Mercosur- «no establece ninguna instancia indagatoria relativa a los 
antecedentes judiciales, penales y o policiales,» -y ahora viene la parte que interesa- «y parecería 
conceder la nacionalidad de pleno derecho, situación que no se ajusta a lo pactado en el Derecho 
Internacional». 


Confieso que no entiendo este comentario, pues he leído el artículo 1% del proyecto de ley en 
consideración -por el que se modifica el literal B del artículo 27 de la Ley N* 18.250- y no veo de dónde 
surge que se otorga la nacionalidad de pleno derecho. Francamente, no lo advierto. 


SEÑORA MOREIRA.- El acuerdo es estipular una base y los Legisladores entender que se debe ir un 
poco más allá de ella. Creo que eso compete a la intención del Legislador y del Mensaje del Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, naturalmente, pero a mí me gustaría saberlo. Hasta donde entiendo, 
estamos estableciendo disposiciones en materia de residencia, no de nacionalidad, que es otra cosa. 
Además, lo que se concede no es solo a los descendientes de uruguayos o personas vinculadas a 
uruguayos, sino también a nacionales de otros Estados del Mercosur. Entonces, quisiera saber por qué 
la División Estudios Legislativos afirma esto. De modo que, a mi entender, el punto justifica solicitar una 
ampliación del informe. 


Las demás cuestiones no me merecen mayores reparos. 


Ciertamente, desde el punto de vista de la técnica legislativa, no está bien que al modificar el 
artículo 27 de la Ley N* 18.250 -donde se establecen las atribuciones del Ministerio del Interior en 
materia migratoria- en su literal B, introduzcamos cometidos del Ministerio de Relaciones Exteriores. 
Esta es una observación que hace la División Estudios Legislativos y tiene razón. Ello se arreglaría 
fácilmente siempre y cuando la Bancada de Gobierno estuviera dispuesta a que la iniciativa volviera a 
la Cámara de Representantes. Habría que saber eso antes de ponerse a ensayar fórmulas alternativas. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: en el informe de la División Estudios Legislativos hay un error; 
seguramente se quiso hacer referencia, no a la nacionalidad sino a la residencia de pleno derecho. 


Concretamente, el artículo 1% dice que cuando son personas que tienen vínculo sanguíneo 
con alguien que ya es connacional, quien resuelve es el Ministerio de Relaciones Exteriores y no el 
Ministerio del Interior. Eso es lo que yo entiendo, pues el literal B) expresa: «Otorgar y cancelar a las 
personas extranjeras la residencia definitiva en los casos señalados en esta ley,» -eso es exactamente 
tal cual está; luego de la coma que se agrega, el texto continúa- «salvo en los de cónyuges, 
concubinos, padres, hermanos y nietos de uruguayos y los nacionales de los Estados Partes del 
MERCOSUR y Estados Asociados, los que serán cometidos del Ministerio de Relaciones Exteriores». 


En definitiva, quien puede otorgar y cancelar las residencias es el Ministerio de Relaciones 
Exteriores, y no las da de pleno derecho. 


SEÑORA MOREIRA.- También creo que es un error del informe. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, pero si en un informe pedido por la Comisión de Constitución y 
Legislación del Senado a una oficina a la que normalmente no le solicitamos informes, se dice 
«nacionalidad» cuando debería hablarse de «residencia», creo que es algo a aclarar. 


SEÑOR DA ROSA.- Pienso que allí se alude a la residencia definitiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, sin saberlo, no quisiera votar una norma que, por mala 
interpretación, condujera a otorgar la nacionalidad. 


SEÑORA MOREIRA.- Está clarísimo que se refiere a la residencia. Un error lo tiene cualquiera. 


¿Qué hacemos, señor Presidente? ¿Consultamos a la División Asuntos Legislativos y 
tomamos posición a nivel de Bancada para ver si aceptamos modificaciones o mantenemos la 
redacción proveniente de la Cámara de Representantes? 


SEÑOR MICHELINI.- En principio no haríamos modificaciones, pero si son de cierta magnitud, habría 
que verlas. Eso escapa a nosotros. 


SEÑORA MOREIRA.- Entonces, vendríamos con posición formada el martes próximo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A mi juicio, el único error que habría que corregir es el relacionado con la 
cuestión de las competencias del Ministerio del Interior. De manera correcta se nos señala que en el 
artículo que hace referencia a las atribuciones de esa Cartera, estamos estableciendo competencias 
del Ministerio de Relaciones Exteriores. Eso se arregla con facilidad, cambiando la redacción, pero eso 
implica modificar el proyecto de ley. No es algo que tenga una entidad tal como para que la rectificación 
sea indispensable, de modo que dependerá de la voluntad que haya. 


SEÑOR MICHELINI.- También habría que ver el tema de los plazos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si modificáramos el proyecto de ley, también deberíamos tener en cuenta eso. 


SEÑOR DA ROSA.- Propongo que este asunto sea considerado como primer punto del Orden del Día 
de la próxima reunión de la Comisión. Sin perjuicio de ello y una vez aclarados los aspectos en 
cuestión -pues todos votaríamos más tranquilos si aclaramos debidamente estas pequeñas dudas que 
existen- propongo que continuemos trabajando con el proyecto de ley de reforma del Código del 
Proceso Penal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos que ser cuidadosos porque, precisamente, vamos a quitarle tiempo 
al tratamiento de ese proyecto de ley. 


SEÑOR MICHELINI.- Entiendo lo expresado por el señor Senador Da Rosa en cuanto a que si el 
martes próximo contamos con el informe de la División Estudios Legislativos y no hubiera 
observaciones, podríamos votar el proyecto de ley. No estoy hablando de meternos en una discusión. 
Ahora bien, si se insistiera con la palabra «nacionalidad», el próximo martes no podríamos darle 
aprobación, pues tendríamos que mirarlo con un poco más de detenimiento. Por lo tanto, el proyecto 
de ley estaría en el Orden del Día de la próxima sesión de la Comisión, pero no sería analizado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese entendido, si vemos que el tema genera una deliberación, lo dejamos 
para otro día; de lo contrario, no llegaremos con lo que todos coincidimos que es prioritario, que es el 
tratamiento del proyecto de ley de reforma del Código del Proceso Penal. 


SEÑOR MICHELINI.- Inclusive, si no contáramos con el informe de la División Estudios Legislativos 
tampoco podríamos analizarlo, porque no puede quedar pendiente la duda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Bien. Procederemos de la forma que se ha indicado. 


Pasamos al tercer punto del Orden del Día, proyecto de ley relativo al Derecho Comercial 
Marítimo, que viene aprobado por la Cámara de Representantes. 


Habíamos quedado en consultar a las respectivas Bancadas para determinar la posibilidad 
de votar esto a tapas cerradas. Por mi parte, no tuve ocasión de hacer el planteo en mi Bancada, por lo 
que no estoy en condiciones de votar en el día de hoy. De todos modos, naturalmente, estaremos a lo 
que la Comisión resuelva. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: por nuestra parte, hicimos algunas consultas y podemos decir 
que estamos en condiciones de aprobar este proyecto de ley. En todo caso, podríamos aprobarlo hoy e 


incluirlo en el Orden del Día de la primera sesión del mes de agosto, lo que daría la posibilidad de 
hacer las consultas correspondientes. Hay que tener en cuenta que de las sesiones ordinarias de la 
Cámara solo resta la del día de mañana y, para esa instancia, ni el Presidente ni los demás integrantes 
de la Comisión tendrían el tiempo necesario para poder analizar el tema. Después, los días 22, 23, 29 y 
30 no habría sesión del Senado, salvo que se convocara para alguna extraordinaria aunque, dados los 
tiempos que estamos viviendo, se intenta que no las haya. 


Reitero: con el fin de no retrasar más el tema, podríamos aprobar el proyecto de ley e 
incluirlo en el Orden del Día de la primera sesión de agosto. Si hechas las consultas pertinentes, a 
algún miembro de esta Comisión se le presentara alguna situación no imaginada, podrá plantearla 
informalmente y entonces veremos qué hacemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si se quiere votar hoy, adelanto que lo haré a título personal, dejando a salvo 
la posibilidad de que la Bancada de mi Partido disponga otra cosa, en cuyo caso, naturalmente, estaré 
a lo que esta resuelva. 


SEÑOR MICHELINI.- Si algún miembro de la Comisión -el Presidente o cualquier otro de sus 
integrantes- plantea alguna observación, la analizaremos todos, o sea que no sólo no le estamos 
«atrapando la palabra» al Presidente, sino que estaríamos contestes a estudiar con más detenimiento 
cualquier objeción que eventualmente se planteara. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con todas las precisiones realizadas, votaríamos el proyecto de ley en 
consideración que, reitero, ya fue aprobado por la Cámara de Representantes. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-5 en 6. Afirmativa. 

Se ha propuesto como miembro informante al señor Senador Michelini. 
(Apoyados.) 


-Se pasa a considerar el cuarto punto del Orden del Día, proyecto de ley relativo al Tráfico 
llícito de Armas. 


SEÑOR MICHELINI.- En el día de ayer, en la Bancada del Frente Amplio se planteó esta temática, y si 
no se votó -luego de que la iniciativa vino de la Cámara de Representantes- fue porque alguno de 
nosotros tenía dudas. Naturalmente, esas dudas podrían llevarnos a hacer modificaciones, en cuyo 
caso el proyecto de ley sería remitido a la Asamblea General donde, por más que todos pusiéramos 
voluntad, probablemente no se aprobaría -quedaría empantanado- pues se requeriría el voto favorable 
de dos tercios del total de componentes. 


En la Bancada del oficialismo nadie discrepa con el fondo de la iniciativa, en el sentido de 
que se trata de retirar armas y de poder contar, respecto a ellas, con algo más ordenado. Las 
diferencias radican en aspectos que no hacen al proyecto en sí, pues tienen que ver con el tema de los 
coleccionistas, de quienes usan armas de deporte y de las armas de caza. 


Sinceramente, nosotros hicimos una normativa muy casuística -a la que se le dio media 
sanción- tratando de contemplar todas las posibilidades, pero ocurrió lo que con un poquito de sentido 
común podía suceder: tantas situaciones deberían estar incluidas en la reglamentación y no en el 
proyecto de ley que la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la 
Cámara de Representantes corrigió este asunto y también lo hizo luego el Plenario de dicha Cámara, 
aprobando el proyecto de ley y enviándolo al Senado con modificaciones para su aprobación. 


En el día de ayer decidimos aprobar este proyecto de ley en tanto no podemos dejar de tener 
una legislación con respecto a este tema. Si después de las elecciones los Legisladores de la próxima 
Legislatura -entre los que pueden estar varios de los aquí presentes- quieren hacer una revisión de 
esta iniciativa en lo relativo a las armas de caza, de colección y de deporte para que esos aspectos, 
que no hacen al objeto del proyecto de ley, no generen un daño no querido por nadie, podrán hacerlo. 
Por ejemplo, nadie plantea que un coleccionista que se presente en forma legal tenga restricciones. 
Por eso se harán las correcciones pertinentes. 


Por lo tanto, estamos en condiciones de aprobar el proyecto de ley con las modificaciones 
enviadas por la Cámara de Representantes y aconsejamos lo señalado a la Comisión. 


SEÑORA MOREIRA.- En el mismo sentido de lo expresado por el señor Senador Michelini, quiero 
agregar que este proyecto de ley, además de la larga discusión que ha tenido aquí en la Cámara de 
Senadores, llevó un extenso análisis en la Cámara de Representantes. 


Nosotros estamos en condiciones de aceptar las modificaciones venidas de la Cámara de 
Representantes. Incluso, se nos recomendó tratar de aprobar este proyecto de ley cuanto antes, que 
según creo -entre una y otra Cámara- lleva tres años en consideración. En el medio se presentó algún 
que otro incidente relacionado con la incautación de muchas armas y el proyecto de ley nunca 
terminaba de ser aprobado. 


Esta es la voluntad de la Bancada oficialista. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Advierto el propósito de la Bancada oficialista de votar el proyecto de ley en el 
día de hoy. Personalmente anuncio que votaré negativamente porque entiendo que hay varios puntos 
que merecerían un análisis técnico más a fondo, sin dejar de reconocer que ello insumiría un tiempo 
que ya ha sido empleado largamente en la consideración de esta iniciativa. Entiendo las razones de la 
urgencia, pero en estas condiciones votaría en contra, reservándome el derecho de cambiar esa 
tesitura sí así resultare de las consultas que habré de realizar con la Bancada oportunamente. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que represento el sentir de los señores Senadores del Partido Nacional. 


En la última reunión de esta Comisión encontramos innumerables defectos de redacción en 
este proyecto de ley y cosas que coliden con normas vigentes. Incluso, esto fue observado por señores 
Senadores del oficialismo, que coincidieron con nosotros en que esta iniciativa tiene muchas cosas que 
están mal. 


En lo personal, creo que esto no resolverá los problemas de seguridad. En general, los 
delincuentes roban las armas o las ingresan de contrabando. 


Hace poco se realizó la incautación de armas a un coleccionista -hecho al que se refirió la 
señora Senadora Moreira- y estas le fueron devueltas integramente porque acreditó su propiedad. 
Incluso, creo que a la diligencia de allanamiento que se practicó concurrió un integrante de la Suprema 
Corte de Justicia y quedó demostrado que esa incautación no tenía ningún fundamento porque se 
trataba de uno de los mayores y más serios coleccionistas de armas de América. Sus armas le fueron 
devueltas por orden judicial porque estaba todo en regla. 


De manera que no creo que este sea un remedio para combatir la inseguridad; esta pasa por 
otro tipo de extremos y no por tener un registro de armas y demás. Sin perjuicio de que -al igual que el 
señor Senador Pasquet- coincidimos con algunas de las disposiciones que proponen formalizar más el 
tema de la tenencia, sobre todo en la tipificación de delitos, podemos estar de acuerdo con el tráfico 
internacional pero no con el tráfico interno, puesto que en ese caso excede lo que debería ser una 
sanción punitiva. 


Por estas razones, en principio, estamos en contra de este proyecto de ley y no le vamos a 
dar nuestro voto. 


SEÑOR ROSADILLA.- Solicito que se aplace la consideración de este punto a los efectos de discutir 
de nuevo los planteamientos aquí vertidos para poder contestarlos oportunamente. Hace mucho tiempo 
que estamos debatiendo en torno a este tema y, obviamente, ninguna norma va a resolver el problema 
en sí; solamente intentamos darle un marco jurídico. De todas maneras, propongo que se postergue la 
consideración de este asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta planteada por el señor Senador Rosadilla, en el 
sentido de aplazar la consideración de este tema hasta la primera sesión ordinaria de la Comisión en el 
mes de agosto. 


(Se vota:) 
-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el quinto punto del Orden del Día: proyecto de ley por el cual se prevé 
la designación de Curador en previsión de una futura incapacidad. A este respecto, hay una respuesta 
remitida por la doctora Ema Carozzi, a quien hace un tiempo le habíamos solicitado su opinión. Esta 
información ha llegado ahora y reconozco que todavía no he tenido tiempo de estudiarla, por lo cual 
propongo postergar la consideración de este tema. La razón para esto es simplemente la que expuse: 
aún no he tenido tiempo de analizar la información enviada por la doctora Carozzi. 


SEÑOR MICHELINI.- En virtud del motivo que dio el señor Presidente, todos dimos por hecho que iba 
a solicitar que se aplazara la consideración del tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se posterga la consideración de este asunto. 
(Se vota:) 
-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el sexto punto del Orden del Día: proyecto de ley relativo al Colegio Médico 
del Uruguay. En este caso, se propone sustituir el artículo 33 de la Ley N* 18.591 por un texto 
sustitutivo presentado por el señor Senador Solari y quien habla. En el material que oportunamente 
fuera distribuido también hay algunos comentarios realizados por el señor Senador Mezzera. En la 
sesión pasada recibimos al señor Senador Agazzi, quien entendió que los problemas que él había 
visualizado quedaban resueltos con la nueva redacción propuesta por nosotros para el artículo 
sustitutivo porque se prevé la notificación del fallo al Ministerio de Salud Pública. 


En resumen, ese es el estado en que se encuentra la consideración de este tema. 
Si los señores Senadores me permiten, voy a hacer algunas reflexiones a este respecto. 


En lo personal, estoy absolutamente convencido de la justicia y pertinencia del artículo 
sustitutivo que estamos proponiendo, mediante el cual el sancionado por un tribunal de ética médica 
siempre tiene la posibilidad de impugnar el fallo que lo condena ante un tribunal de apelaciones, 
estando a lo que este resuelva en un fallo único, puesto que este tribunal toma resolución en instancia 
única. Como ya dije en Sala en más de una oportunidad, esta no es ninguna innovación sino la 
solución que consagramos cuando el año pasado aprobamos la ley referida a la colegiación de la 
profesión veterinaria; allí también hay un código de ética y hay órganos del Colegio Nacional de 
Ciencias Veterinarias que aplican las normas éticas y pueden establecer sanciones. Frente a esas 
sanciones, el recurso final que le queda a la persona sancionada debe plantearlo ante un órgano 
jurisdiccional, ante el tribunal de apelaciones que por turno corresponda. Esa es la garantía por 
excelencia, es decir, la que puede dejar a todos tranquilos, en el sentido de que algo tan importante 
como el derecho a ejercer la propia profesión no va a estar expuesto a sanciones arbitrarias sino que 
va a tener siempre la garantía del órgano jurisdiccional. Nuestra propuesta consiste en trasladar esto 
mismo al ámbito del Colegio Médico. Si se puede sancionar a un médico y privarlo hasta por diez años 


del ejercicio de su profesión, nos parece que el sancionado tiene que poder ir a un juez para que este 
vea si corresponde realmente sancionarlo de la forma en que se lo haya hecho; esa es la idea. 


En cuanto a la redacción, la observación del señor Senador Mezzera nos hizo pensar porque 
nosotros, tomando redacciones de otras leyes -hay unas cuantas de este tipo, como el recurso de 
personas públicas no estatales que se hace ante los tribunales de apelaciones- proponíamos aquí el 
recurso de anulación. No obstante, el señor Senador Mezzera dijo que, si así fuera, el tribunal podría 
considerar razones de legalidad pero no de mérito y, para este caso, eso no sería suficiente, ya que lo 
que podría estar en tela de juicio es la magnitud de la sanción, lo que no es cuestión de legalidad sino 
de mérito. En un caso en el cual se tengan perfectamente acreditados los extremos que justifican la 
imposición de una sanción, hay que tener presente que una cosa es sancionar a alguien por seis 
meses o un año y otra muy distinta es hacerlo por diez años. En definitiva, el tribunal tiene que poder 
evaluar la justicia de la sanción y eso no se logra si decimos que solamente habrá un recurso de 
anulación. 


Por supuesto, frente a eso lo que se nos ocurre es simplemente sustituir el término 
«anulación» por «apelación»; de ese modo estaría todo resuelto. Esa es una posibilidad que está 
abierta, pero en todas estas leyes que refieren a recursos contra decisiones de personas públicas no 
estatales, el trámite es el previsto por los artículos 338 a 343 del Código General del Proceso. Es una 
referencia al trámite en primera instancia, es decir, el de la audiencia preliminar que figura en el artículo 
341. En este aspecto, no deja de rechinar un poco que un recurso de apelación -es decir uno que abre 
la segunda instancia- tramite de acuerdo con las reglas de la primera instancia. Esto no es algo 
demasiado tremendo, no es una herejía jurídica, pero repito que rechina un poco que la apelación siga 
el trámite de la primera instancia. Ante esta dificultad, que en definitiva es puramente semántica, ya 
que las ideas están claras: se trata de que el fallo del Tribunal de Ética Médica o el tribunal de alzada, 
en su caso, sea impugnable ante un tribunal de apelaciones, lo único que hay que decidir es cómo se 
va a llamar ese recurso. Pensando en esto, creo que no es tarea del Legislador poner etiquetas a los 
institutos que crea; basta con que establezca con claridad su regulación. 


Por todo esto se me ocurría que podría ser suficiente una redacción que dijera simplemente 
que los actos de estos tribunales sean impugnables o recurribles ante el tribunal de apelaciones que 
por turno corresponda, dejando todo lo demás igual. Por supuesto, el tribunal podrá decidir tanto por 
razones de legalidad como de mérito, ya que tiene amplias facultades, puede confirmar o revocar total 
O parcialmente la resolución recurrida y, teniendo en cuenta lo que planteaba el señor Senador Agazzi, 
el fallo se notificará no solamente a las partes sino también al Ministerio de Salud Pública. Con eso 
creo que contemplamos todos los planteos que se han hecho sobre este tema. 


La redacción que propongo, en función de todo lo expuesto, es la siguiente: «El fallo del 
Tribunal de Alzada que resuelva el recurso de revocación será impugnable ante el Tribunal de 
Apelaciones que corresponda, por razones de legalidad o de mérito, dentro del plazo de veinte días 
corridos y siguientes a la notificación del fallo del Tribunal de Alzada o a la confirmación ficta del fallo 
del Tribunal de Ética Médica. 


Se seguirá el procedimiento establecido por los artículos 338 a 343 del Código General del 
Proceso (Ley N* 15.982 de 18 de octubre de 1998 y sus modificativas). 


El Tribunal fallará en única instancia, confirmando o revocando, total o parcialmente, la 
resolución impugnada. 


La sentencia se notificará a las partes y al Ministerio de Salud Pública, a sus efectos». 
Esta es, pues, la propuesta que hacemos a la Comisión. 


SEÑOR MOREIRA.- Debido a la consistencia y a la fineza jurídica que caracterizan a los argumentos 
del señor Presidente de la Comisión, acompañaremos con mucho gusto la iniciativa. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quisiera saber por qué en la redacción que acaba de leer el señor Presidente 
de la Comisión se habla de «Tribunal de Apelaciones» y no de «Tribunal de Apelaciones en lo Civil». 
Allí hay una modificación cuyo contenido y razón de ser quisiera conocer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me di cuenta de eso, señor Senador, o quizás no leí bien. De cualquier 
modo, sin duda, la idea es que figure «Tribunal de Apelaciones en lo Civil». 


SEÑOR MICHELINI.- Si se me permite, voy a hace un repaso con relación al tema. 


Algunos señores Senadores -entre ellos, el señor Presidente de la Comisión y el señor 
Senador Solari- manifestaron esa inquietud en Sala. La Bancada de Gobierno dijo que iba a estudiarla, 
pero que aprobaría el proyecto tal como venía. Esa modificación era para incluirla en el proyecto y, en 
su oportunidad, el señor Presidente de la Comisión dijo que la solución era la misma que había en la 
colegiación de los veterinarios. En lo personal, entendí que íbamos a tomar esa solución -la citada 
colegiación de los veterinarios- a los efectos de incorporarla también en este proyecto, como un 
artículo más o como un modificativo a esta última ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Un proyecto de ley independiente. 


SEÑOR MICHELINI.- Sí, es independiente, pero, ¿no se iba a incorporar ese artículo como lo tenía la 
colegiación de los veterinarios, que está incluido en la ley? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, pero se incorpora, no a la ley sobre ética médica -que votamos 
últimamente- sino a la Ley N* 18.591, relativa a la Colegiación médica, que fue votada con 
anterioridad. 


SEÑOR MICHELINI.- Más allá del texto, incorporando la Ley N* 18.591, ¿queda salvado que no hay 
que incorporarlo a esta última normativa? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No; justamente, la objeción que hacía el señor Senador Agazzi cuando se 
habló de este tema en el Plenario, fue que no quería incorporar esto a esta última ley. Quería modificar 
exclusivamente la Ley N* 18.591. 


SEÑORA MOREIRA.- Como veo que aquí hay voluntad de votar, simplemente digo que en lo que 
respecta a este texto me gustaría consultar, sobre todo, a los compañeros de la Comisión de Salud 
Pública que trabajaron en estos temas, por ejemplo, el señor Senador Gallo. Sin desconocer los 
méritos que pueda tener la redacción presentada por el señor Presidente de la Comisión, deseo hacer 
una consulta -relativamente rápida- que no obsta para que, en caso de llegar a un acuerdo, podamos 
votar en una próxima sesión. Simplemente quería hacer este pedido -que entiendo necesario- porque 
vi que los demás señores Senadores estaban contestes en votar hoy. 


SEÑOR MOREIRA.- El fundamento que se expuso en Sala para no votar en su momento este artículo 
con su actual redacción, fue que el proyecto de ley que finalmente resultó aprobado había tenido un 
proceso de aprobación muy particular, dado que fue sometido a plebiscito. La ley había mandatado al 
Colegio Médico a hacer un plebiscito dentro de la comunidad médica, por lo que el proyecto fue 
plebiscitado y, finalmente, recibió un voto mayoritario de los médicos y de las organizaciones de 
médicos de todo el país. Entonces, no se quería modificar el proyecto plebiscitado, porque no lo había 
tocado ni siquiera el Poder Ejecutivo. Ese fue el motivo, reitero, por el que no se modificó en Sala, 
aunque todos estábamos de acuerdo en que debía ser corregido. Por eso este proyecto de ley modifica 
la ley anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ante lo que plantea la señora Senadora Moreira, me parece que corresponde 
votar el aplazamiento de la consideración del tema hasta la primera sesión ordinaria del mes de 
agosto. Consulto a los señores Senadores si están de acuerdo con proceder de ese modo. 


SEÑOR MICHELINI.- En lo personal, creo que deberíamos repartir cuanto antes el proyecto de ley, 
hacer las consultas pertinentes y dejar su tratamiento para la primera semana de agosto. No obstante 
ello, si en alguna sesión anterior todos llegáramos a un acuerdo, perfectamente podríamos aprobarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay inconveniente en proceder de esa forma. Si podemos pasarlo en 
limpio hoy, antes de terminar la sesión, lo distribuiremos; de lo contrario, lo haremos en las próximas 
horas. 


Pasamos a considerar el último punto del Orden del Día, proyecto de ley relativo a la ciudad 
de Tranqueras, departamento de Rivera, por el que se la declara «Capital de la Forestación y la 
Madera». 


El miembro informante designado era el señor Senador Gallinal y, en su defecto, el señor 
Senador Gallicchio. 


El proyecto aprobado en Diputados declara a Tranqueras «Capital de la Forestación y la 
Madera», pero las fuerzas vivas de la localidad reclaman que se contemple también a la sandía, no 
solamente a la forestación y la madera. De manera que habíamos quedado en modificar la redacción 
del proyecto de ley para incorporar a la sandía. 


SEÑOR DA ROSA.- Confieso que no soy partidario de este tipo de denominaciones que se van 
extendiendo cada vez más y que llevan a declarar a uno «capital de la leche» y a otro «capital de la 
carne», porque no es algo -no quiero usar calificativos demasiado duros- muy serio. 


Por razones de vecindad, conozco un poco la realidad de Tranqueras y puedo decir que 
seguramente la inquietud que se plantea surja de las fuerzas vivas, porque desde hace muchos años 
en la ciudad se realiza la llamada «Fiesta de la Sandía y la Forestación» -un festival como los hay en 
todas las poblaciones, dado que generalmente cada pueblo tiene un evento o una fiesta 
característicos- que tiene como propósito recalcar o resaltar, tanto a nivel regional como nacional, la 
existencia de una producción o riqueza típica de la localidad, como es la sandía. 


Podría decirse que esa zona del departamento de Rivera es, por excelencia, la de mayor 
producción de sandía; prácticamente toda la sandía que se consume en el territorio nacional proviene 
de allí. Entonces, aquí se pretende resaltar la riqueza propia o característica de la zona, a la que se 
suma la forestación, porque también es notorio que en los últimos años, al amparo de la ley forestal, 
esa área del país -sur del departamento de Rivera, parte de Tacuarembó, de Paysandú y de Río 
Negro- ha registrado una muy fuerte expansión en ese aspecto. Allí ha habido un importante desarrollo 
forestal y, en consecuencia, una gran producción de madera. Fue así que, respondiendo a esa 
inquietud, un empresario, un hombre creativo y con ideas que vive en Tranqueras, departamento de 
Rivera, impulsó la realización del festival que mencioné, que tiene nombre propio: «Fiesta de la Sandía 
y la Forestación», y es conocido desde hace ya diez años. 


Quiero decir que no he estado en contacto con el tema y, por ende, desconozco el proyecto 
de ley, pero sospecho que a nivel de las fuerzas vivas locales debe existir una inquietud en el sentido 
de que, ya que se va a nombrar a la ciudad «capital» de determinado tipo de producción, se sea 
coherente con el desarrollo de esa fiesta que desde hace años identifica o caracteriza a la producción 
de la zona. Desde ese punto de vista, entiendo que probablemente -reitero que no he hablado con 
nadie, de modo que digo esto de atrevido, si se quiere- la población, las fuerzas vivas, las autoridades, 
los medios de prensa y las instituciones de Tranqueras, deben aspirar a que la denominación sea 
«Capital de la Sandía y la Forestación» y no «Capital de la Forestación y la Madera», como está 
establecido. 


Vuelvo a decir que soy bastante reticente con respecto a este tema, porque mañana se 
podría plantear que Paso de los Toros, por ejemplo, por estar sobre el río Negro, sea declarada 
«capital del agua», o que Colonia sea declarada «capital de la naturaleza»; en fin, puede haber una 
diversidad de interpretaciones. 


De todas maneras, el proyecto de ley viene de la Cámara de Representantes y está encima 
de la mesa. No sé quién es su autor, aunque sospecho que debe ser algún Diputado del departamento 
de Rivera. 


Insisto: me parece que ante una instancia de este tipo, tal vez lo más prudente sería invitar a 
alguna autoridad representativa del Municipio de Tranqueras -al Alcalde o a los Concejales, que 
podrían venir acompañados, si así lo decidieran, por instituciones o fuerzas vivas- para que nos 
trasmita auténticamente cuál es la aspiración. Creo que eso sería -reitero- lo más prudente frente a 
algo que tenemos encima de la mesa y sobre lo cual debemos pronunciarnos, procurando hacerlo de la 
mejor manera. 


Sugiero, pues, seguir el criterio que acabo de exponer. 


SEÑORA MOREIRA.- Dado que Rivera está un poco lejos, si no pudieran comparecer ín situ en la 
Comisión, podrían mandar un informe escrito sobre esta nueva denominación. Creo que está bien lo 
que propone el señor Senador Da Rosa en cuanto a consultar al Municipio, que es la autoridad 
territorial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estaríamos enviando una nota al Municipio de Tranqueras, departamento de 
Rivera y también al señor Representante autor de la iniciativa, a efectos de que se pronuncie sobre 
este planteo que hace el Rotary Club Tranqueras, promoviendo que la ciudad de Tranqueras sea 
denominada Capital de la Sandía y la Forestación. 


Si estamos de acuerdo, procedemos de esa manera. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 41 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


